
ALEGA.- 
Señor Juez:  

 
Federico Mexandeau, por la representación acreditada de RENAULT 

ARGENTINA S.A. y PLAN ROMBO S.A. DE AHORRO PARA FINES 
DETERMINADOS, demandados en autos 264584 caratulados: “ACIAR 
EDGARDO EXEQUIEL Y OTROS C/ VOLKSWAGEN S.A. DE AHORRO PARA 
FINES DETERMINADOS Y VOLKSWAGEN ARGENTINA S.A." (Expte. Nro. 13-
04869849-7) a V.S. expongo: 

 
I. OBJETO.- 
 
Que en tiempo y forma venimos a alegar por escrito sobre las pruebas 

aportada y producidas en autos, que hacen a las defensas opuestas por nuestra 
representada en este proceso colectivo.  

 
II. FUNDAMENTOS 
 
“Llámase alegato de bien probado, al escrito en que las partes 

examinan la prueba rendida con relación a los hechos afirmados en la demanda 
y contestación, para demostrar su exactitud o inexactitud. Se trata de una 
exposición escrita, que no tiene forma determinada por la ley, pero que debe 
limitarse a la prueba frente a los hechos afirmados, estableciendo las 
conclusiones que de ella deriven.”1 

 
En función de los parámetros aludidos precedentemente, 

desarrollaremos estos alegatos, haciendo particular hincapié en la prueba 
informativa respondida por la Inspección General de Justicia; la pericia actuarial 
y la pericia contable producidas en autos.  

 
La demanda colectiva que tramita en autos en contra de diversas 

administradoras de planes de ahorro que tiene por objeto la adjudicación de 
automotores, y que incluye como demandados a los fabricantes e importadores 
que suministran dichos bienes, tiene como objeto cuestionar las cláusulas de los 
contratos que vinculan a las administradoras en general, y a nuestra 
representada en particular, con los suscriptores, alegando de manera general e 
indiscriminada que las mismas resultan abusivas, y en particular solicitando que  
se declare la nulidad de la cláusula que establece la determinación del valor 
móvil del bien tipo a adjudicarse y la reestructuración de los planes de ahorro, de 
modo tal que el valor móvil de la cuota a abonarse se ajuste en base al índice de 
precios al consumidor publicado por INDEC u otro que Su Señoría considere 
pertinente. 

 
Vinculado a esta demanda se dictó una medida cautelar que dispone 

la actualización de los contratos del colectivo abarcado en autos, desde el mes 

                                                           
1 Tratado de Derecho Procesal Civil y Comercial Enrique M Falcon Tomo III, pág.440 



de abril de 2018, en función del Índice de Variación Salarial, decisorio que se 
encuentra apelado ante la Cámara de Apelaciones, conjuntamente con el 
cuestionamiento sobre la colectivización de este proceso; sin que hasta la fecha 
se haya dictado resolución. 

 
Hecha esta breve introducción sobre los términos de este proceso 

colectivo, procederemos a analizar las pruebas obrantes en autos que 
demuestran la legalidad y veracidad de las defensas y afirmaciones contenidas 
en nuestra contestación de demanda, realizadas en representación de PLAN 
ROMBO SA DE AHORRO PARA FINES DETERMINADOS y RENAULT 
ARGENTINA SA. 

 
a) Informativa Inspección General de Justicia (IGJ). 

 
De la contestación al oficio librado a IGJ surge:  

 

 Qué PLAN ROMBO se encuentra autorizada para la administración 
de planes de ahorro como el cuestionado en autos desde el año 1977.  

 

 Que la solicitud de adhesión al plan de ahorro y el texto de las 
condiciones generales del plan que administra PLAN ROMBO, actualmente 
vigentes, fueron aprobadas por IGJ por Resolución 272/2013. 
 

 Qué para la aprobación de ese plan de ahorro se debió presentar 
Nota Técnica Actuarial e informe de actuario que demostrara la factibilidad 
matemática del plan, que ahora se pretende desconocer en autos. 
 

 La nómina de administradoras que se encuentran autorizadas para 
la administración de planes de ahorro por círculos o grupos cerrados, que tienen 
por objeto la adjudicación directa de bienes muebles. 
 

 La individualización y ratificación de las normas que regulan el 
sistema de Capitalización y Ahorro Para Fines Determinados, que fueran 
especialmente expuestas por nuestra parte en la contestación de demanda. 

Esta prueba nos demuestra que este contrato, al que se califica de 
contrato de adhesión porque no amerita una discusión de sus cláusulas con cada 
suscriptor en particular, debe ser previamente conformado, analizado y discutido 
con la autoridad de contralor, cuyo conocimiento y experiencia superan el poder 
de análisis y discusión individual de cada consumidor en particular. 

 
Lo sostenido y demostrado en autos no pretende desconocer las 

facultades de control judicial que emanan del artículo 1122 inciso a) del Código 
Civil y Comercial, pero no podemos dejar de puntualizar lo dispuesto en el inciso 
a) del artículo 1121 y que las cláusulas con que opera el plan de ahorro 
administrado por PLAN ROMBO y en particular las que aluden al valor móvil 
utilizado para determinar el valor de las cuotas, son las aprobadas en el año 
2013; pero recién comienzan a ser objetadas y tildadas de abusivas a partir del 



mes de abril de 2018, fecha en que se producen en el país modificaciones 
macroeconómicas que impactan en forma directa sobre el valor de los bienes 
que se adjudican por el plan de ahorro. 

 
El cuestionamiento a dichas cláusulas no implica la sola revisión 

judicial de un contrato o de un conjunto de contratos en particular, sino el 
cuestionamiento de todo un sistema que la Resolución General IGJ 8/2015 
identifica y titula en su CAPITULO II como PLANES DE AHORRO PREVIO POR 
CIRCULOS O GRUPOS CERRADOS PARA LA ADJUDICACIÓN DIRECTA DE 
BIENES MUEBLES. 

 
El funcionamiento de estos planes de Capitalización y Ahorro se 

remonta a muchos años atrás, trascienden el ámbito jurisdiccional y su control y 
funcionamiento queda bajo la órbita de un organismo de carácter federal, para 
ser utilizado como herramienta de desarrollo económico en todo el país. 

 
La coyuntura económica acaecida a partir del mes de abril de 2018, 

que en definitiva es la que motiva estas actuaciones, no ha pasado desapercibida 
por el legislador, ni por el organismo de contralor y se ve reflejada en las 
Resoluciones Generales IGJ 2/2019; 14/2020 y las posteriores resoluciones que 
renuevan los principios contenidos en las mismas. 

 
Lo expuesto y la prueba producida en autos muestra con absoluta 

claridad la improcedencia de la demanda y la medida cautelar dictada en su 
consecuencia, pues a través de las normas citadas surge que, tanto el organismo 
federal de control de los sistemas de capitalización y ahorro, como el legislador, 
ya han tomado las medidas del caso para procurar atenuar el aumento del valor 
de las cuotas, dentro de los parámetros que el sistema permite hacerlo, sin 
quebrar y desnaturalizar al mismo, ni afectar al resto de los suscriptores 
adheridos al sistema. 

 
b) Pericia Actuarial. 

 
La pericia actuarial producida en autos, luego de desarrollar distintas 

hipótesis y cálculos vinculados al funcionamiento de los planes de ahorro 
destinados a la adjudicación directa de bienes muebles, en este caso 
automotores, llega a la conclusión que “solamente la utilización del mismo 
índice para determinar la variación en las cuotas y en el valor del bien 
garantiza a priori la viabilidad y equidad en el Sistema a lo largo de todo el 
plazo que dura el contrato”, y agrega luego que “… mi opinión es que la 
incorporación de un precio distinto del valor móvil efectivamente podría 
hacer inviable el sistema. 

 
La contestación que el perito actuario formula a las observaciones de 

la parte actora, no hace más que corroborar las conclusiones expuestas en la 
pericia y corroboran que  el objeto de la demanda y el contenido de la cautelar 
dictada en autos, atenta contra el funcionamiento del sistema de ahorro previo, 



al pretender desligar el valor de la cuota del plan de ahorro del valor del 
automotor objeto del contrato, tornando inviable un sistema que opera desde ya 
hace muchos años, permitiendo la autofinanciación para la compra de 
automotores. 

 
La nota técnica actuarial acompañada por IGJ y el informe actuarial 

nos revela la importancia que tienen estos cálculos para determinar la 
procedencia y viabilidad de un plan de ahorro para su aprobación, que en autos 
pretende ser reemplazada por una fórmula arbitraria que no se compadece con 
el funcionamiento del sistema. 

 
c) Pericial Contable. 
 
A continuación, aludiremos a los puntos salientes de la pericial 

contable producida en autos; las observaciones formuladas por nuestra parte y 
las respuestas brindadas por el perito. 

 

 Se detalla la documentación que fuera tenida en cuenta por el 
perito para elaborar su informe, entre las cuales cobra relevancia la Nota Técnica 
y Dictamen Actuarial aportada por IGJ, en íntima relación con la pericia actuarial 
producida en autos, y la resolución aprobatoria del plan de ahorro de PLAN 
ROMBO SA. 

 La evolución de la cantidad de deudores morosos entre los años 
2015 y 2019 fue motivo de observación por parte de nuestra representada, dado 
que como lo pusiéramos de manifiesto, la misma contiene solo una información 
cuantitativa, pero sin analizar los conceptos que se incluyen en dichas 
cantidades, que contienen contratos considerados morosos con una sola cuota 
en mora y contratos de ahorristas que pueden renunciar al plan cuando lo deseen 
y pasan  a ser acreedores del plan por sus haberes netos. 

 En el tema bonificaciones el perito responde que de las listas de 
precio presentadas por la empresa codemandada a la IGJ y la documentación 
puesta a disposición de los peritos, se observa que las bonificaciones otorgadas 
e informadas a la IGJ son trasladadas a los precios al público, siendo estos los 
importes los que se aplican al valor móvil de los planes de ahorro. 

 Detalla la pericia contable con precisión los distintos rubros que 
integran la cuota mensual de un plan de ahorro y el concepto de los mismos, lo 
cual nos revela que no se puede hacer una simple comparación numérica para 
determinar el porcentual de incremento de una cuota, sin analizar los distintos 
rubros que la componen. 

 Del total de vehículo comercializados por RENAULT ARGENTINA 
el promedio que se adjudica por el plan de ahorro representa el 35% de su 
facturación con la excepción del año 2021 aún con las restricciones y 
distorsiones impuestas por la pandemia. 

 Se revelan los importes abonados por RENAULT ARGENTINA SA 
a la Red de Concesionarios por las operaciones de PLAN ROMBO entre los años 
2015 y 2020. Se destaca también que el pago se realiza a partir de la unidad 
adjudicada y facturada al suscriptor y que su importe surge de la diferencia entre 



el precio sugerido de venta al publico y el precio de lista de venta a 
concesionarios.  

 
Esta información es importante por cuanto al ampliarse la demanda, 

la parte actora alude a supuestas bonificaciones que habrían sido otorgadas por 
otras demandadas y que a mis representadas no le constan; pero cuando llega 
el turno de imputar a PLAN ROMBO SA y a RENAULT ARGENTINA SA, como 
no encuentra esas supuestas bonificaciones, alude a la diferencia de precio del 
14% existente entre el Precio de Venta a Concesionario y el Precio de Venta al 
Público, que es precisamente la remuneración que percibe el concesionario por 
su participación en la venta y entrega de los vehículos que se adjudican a través 
del plan de ahorro, que se ve corroborada por la información pericial. 

Lo expuesto se ve también corroborado por lo dispuesto en el artículo 
32.1. de la Resolución IGJ 8/2015, que establece que El precio de los bienes 
que se adjudiquen será equivalente al precio de venta al público sugerido 
por el fabricante de los mismos. 

 
La información brindada en autos por la Comisión Coordinadora de 

Concesionarios Renault a través de su presidente, brinda una clara explicación 
vinculada a la participación que tienen los Concesionarios Renault -en todos los 
casos empresarios independientes del concedente- en la operatoria de 
suscripción, administración, adjudicación y entrega de los automotores que se 
adjudican por el plan de ahorro administrado por PLAN ROMBO y la retribución 
que los mismos perciben por esa actividad.  

 

 Como información final de la pericia se pone de manifiesto que la 
perito encontró diferencias entre el valor de precios presentados ante IGJ y el 
valor móvil obtenido desde el valor de cuota pura por la aplicación de la medida 
cautelar decretada en autos. Por dicho motivo, mi representada al formular 
observaciones a la pericia contable acompaño un detalle completo de la 
diferencia percibida en los contratos testigos tomados para la elaboración de la 
pericia, entre la cuota pura según normas contractuales y la cuota pura abonada 
por aplicación de la cautelar dictada en autos. Conforme VS. podrá advertir de 
un simple análisis de los cálculos que se adjuntaron con las observaciones 
formuladas, en todos los casos la diferencia en cuestión supera ampliamente el 
cincuenta por ciento (50%). 

 
d) Colofón:  
 
De la detenida lectura de la demanda y su ampliación, observamos 

que los hechos denunciados que sirven de base a la pretensión de la parte actora 
y controvertidos por el colectivo demandado, no fueron acreditados a pesar de 
la basta prueba rendida por las partes en este litigo.  

 
Los principales hechos denunciados en la demanda y su respectiva 

ampliación fueron los siguientes:  
 



1. Aumento injustificado del valor móvil del plan de ahorro. 

Entendemos que es de público y notorio conocimiento el aumento de 
precios del valor móvil, pero de toda la prueba rendida no ha surgido que su 
evolución no tenga relación con el aumento generalizado de precios de todos los 
bienes de la economía.  

2. Que la modificación de precio no tenga relación directa con el 
aumento del valor del dólar.  

Respecto de este tema se aclara que los precios de los vehículos que 
comercializa la Administradora tienen directa relación con el dólar ya sea si son 
de fabricación nacional –los que tienen un alto porcentaje de componentes 
importados- como los importados.  

Por ende consideramos que ese postulado no se ha acreditado en 
marras a pesar de la frondosa prueba rendida.  

3. Que las administradoras continuaron emitiendo las cuotas con 
aumentos desmedidos sin consultar a los ahorristas ni pedir nuevas 
instrucciones. 

Se vuelve a insistir en que el carácter de los aumentos así cómo se 
los define de “desmedidos”en la demanda no ha sido acreditado. 

Tampoco existió una actitud pasiva de las administradoras ya que 
ante los aumentos de las cuotas, aplicaron las resoluciones de IGJ que 
establecían un diferimiento del valor de la cuota.  

Por ende no existió incumplimiento de las normas del mandato ya que 
Plan Rombo S.A. de ahorro para fines determinados procedió a notificar a los 
ahorristas y adjudicatarios de la existencia de las Res. 2/19, 14/10 y cc de IGJ 
que establecían en definitiva la solución para los ahorristas/adjudicatarios que 
no podía afrontar el pago de la cuota. 

4. Que las empresas administradoras de plan de ahorro son 
tomadoras de seguros e informan montos inexactos.  

Esa imputación es falsa ya que con el sólo hecho de observar las 
pólizas surge que el tomador del seguro es el mismo adjudicatario. Conforme 
resolución de IGJ, las administradoras designan cinco compañías de primera 
línea para que el adjudicatario seleccione con cual contratar y luego se procede 
a informar los costos de la compañía de seguros.  

5. Abuso de posición dominante de partes de las empresas. 



Tamaña denuncia en forma abstracta es errónea, ya que la actividad 
se encuentra regulada por IGJ y ha quedado sobradamente acreditado que el 
valor del automotor comercializado por Plan de Ahorro es idéntico al informado 
en la lista de precios sugeridas al público a los concesionarios. Siempre el 
consumidor tiene la opción de adquirir el bien por venta tradicional o adherirse a 
un plan de ahorro.  

Se intenta poner en duda un sistema que funciona hace más de 60 
años, para un universo de clientes en donde el sistema de plan de ahorro es la 
única herramienta que permite para adquirir un vehículo en 84 o 120 cuotas. 

6. Incumplimiento de mandato. Desviación del sistema. 

Bajo ese título se realiza una larga exposición y denuncia respecto de 
una supuesta desviación del sistema que habría llevado a que  las terminales 
fijaran unilateralmente el valor del bien y que PRSA no habría cumplido las 
normas del mandato defendiendo los intereses de los ahorristas. 

Con el correr de proceso, ha quedado más que claro que esa 
denuncia no es más que un postulado dogmático.  

Sobradamente ha quedado acreditado con la pericia contable como 
así también la prueba informativa de IGJ, que el sistema no ha sufrido 
desviaciones en su funcionamiento y mucho menos en los precios de los 
vehículos que toma la administradora para fijar el valor móvil que son los mismos 
que se informan como precios sugeridos público a la red de concesionarios.  

e) Precedentes Jurisprudenciales. 
 

Concluimos este alegato con la cita de precedentes jurisprudenciales 
dictados por la Justicia de Mendoza que resuelven sobre argumentos que han 
sido traídos al juicio por la parte actora y que han sido desestimados en dichos 
precedentes jurisprudenciales. 

 
1. Expte. nº 54.808 “Fernández Arturo Alberto c/Renault 

Argentina S.A. Capillitas S.A. y Plan Rombo S.A. de Ahorro Para fines 
Determinados p/Medidas Precautorias” 

 
“La alteración del valor móvil al histórico requerido por el actor no 

puede ser admitida so pena de la afectación de derechos de terceros, que no 
pueden ser oídos en este pleito, puesto que se avanzaría no solo con el recalculo 
de la cuota del plan de ahorro al cual se encuentran adheridos con directa 
injerencia en el equilibrio y proporcionalidad de la cuota que debe existir entre 
todos los integrantes adherentes a dicho grupo quienes si se encontraría 
afectados por la discriminación en cuanto a la aportación al sistema y no solo un 
daño eventual.” 

 



“En una economía de mercado, no hay razón jurídica para que los 
precios de la microeconomía deban acompañar necesariamente la evolución 
salarial. Por el otro, el valor del automotor que el reclamante ha adquirido y se 
halla en su patrimonio, es de toda evidencia, ha escalado al margen de la 
variación de los salarios. De allí que, su pretensión cautelar se aprecie –a 
primera vista y sin perjuicio del análisis que quepa hacer oportunamente en 
cuanto al fondo del pleito- como incompatible con el sinalagma contractual –tanto 
genético como funcional- pues, conduciría que a que adherente adjudicatario 
termine pagando el bien adquirido por debajo de su valor de mercado. Un 
evidente desequilibrio de las prestaciones con su correlativo enriquecimiento sin 
causa.” 

 
2. Expte. nº 56367 CACERES LUIS DOMINGO C/ CHEVROLET SA 

DE AHORRO PARA FINES DETERMINADOS P/ PROCESO DE CONSUMO 
 

“La doctrina explica que: “para que proceda la revisión judicial prevista 
en el art. 1091 del CCCN deben verificarse, los siguientes requisitos: “a) una 
alteración extraordinaria de las circunstancias existentes al tiempo de 
celebración del contrato, b) que ese acontecimiento incida en forma actual sobre 
la prestación debida, tornándola excesivamente onerosa, y c) que el hecho se 
haya producido sin que haya mediado culpa o mora relevante del perjudicado; 
por causas ajenas a las partes y al riesgo asumido por ellas.” (Rubén S. Stiglitz, 
Contratos Civiles y Comerciales- Parte general, págs.342/343).   En cuanto a “la 
alteración extraordinaria de las circunstancias existentes al tiempo de 
celebración del contrato”, el autor citado explica al respecto que: “Un 
acontecimiento puede considerarse extraordinario cuando se aparta del curso 
natural y normal de las cosas e imprevisible cuando las partes, obrando con 
diligencia, no hayan podido prever su ocurrencia al tiempo de contratar, según 
las circunstancias existentes en el tiempo y lugar de celebración del 
acuerdo…debe tratarse de hechos que escapen a la habitual y prudente 
previsibilidad.” (ob. cit., pág. 343).  Ese concepto resulta suficiente para 
confirmar la conclusión a la que se llega en la sentencia de grado teniendo en 
cuenta que el fenómeno inflacionario caracteriza la dinámica económica de 
nuestro país. Es decir, que se trata de una cuestión previsible al momento de 
contratar en los términos del art. 1728 CCCN, son consecuencias que las partes 
previeron o pudieron haber previsto al momento de la celebración.  En efecto, la 
Sra. Jueza destacó que el fenómeno inflacionario convive en Argentina desde 
hace 50 años en Argentina y consideró, luego de dar explicaciones sobre el 
tema, que “los acontecimientos acaecidos desde el año 2018, no autoriza 
automáticamente la invocación y aplicación judicial de la teoría o doctrina de la 
imprevisión … no se ha logrado demostrar que el desfasaje que se denuncia 
haya acontecido con posterioridad a la fecha en que el acuerdo fue suscripto 
(carácter sobreviniente) ni tampoco que el hecho que lo generó fuera de carácter 
imprevisible, ni que sea ajeno al riesgo asumido por el suscriptor.” 
 

III. PETITORIO: 
 



En atención a lo expuesto a V.S. solicitamos:  
 
a) Se nos tenga por presentado en tiempo y forma.  
b) Tenga presente el alegato presentado. 
c) Al resolver rechace la demanda con costas y deje sin efecto la 

cautelar ordenada.  
 
PROVEER DE CONFORMIDAD, 
SERÁ JUSTICIA.- 

 


